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Resumen

Durante la década de los noventa se produjo en Argentina la transformación educativa más significativa de su historia reciente. En ese contexto, se pusieron en marcha políticas, basadas en el modelo de programas, tendentes a ampliar la cobertura y compensar las iniquidades del sistema educativo. 

Los resultados de la implementación de estas propuestas innovadoras fueron diversos en cada una de las jurisdicciones provinciales. En algunos casos, se encontraron dificultades para producir cambios perdurables en las prácticas cotidianas en el nivel institucional más primario: las escuelas. Cabe preguntarse, pues ¿Bajo qué condiciones las políticas educativas que procuran producir cambios en las prácticas de las escuelas se institucionalizan?

Nuestra hipótesis es que el proceso de institucionalización de las prácticas promovidas por los programas, es el resultado del juego de variables independientes macro (económico-financiera, de diseño, institucional y política) en el que intervienen actores con determinados arreglos institucionales. Pero, a la vez, sostenemos que la institucionalización de los programas tiene una profunda relación con las prácticas desarrolladas cotidianamente en las escuelas y con las reglas institucionales articuladas por los docentes en el entorno social en el que se encuentra la escuela –variables micro-.

Por lo tanto, la implementación de una política que pretenda ampliar la cobertura y mejorar la calidad del sistema mediante la institucionalización de nuevas prácticas deberá además de considerar las variables macro, focalizar su atención en el aula –nivel micro- y en los hábitos desarrollados por los encargados de implementarlas: los docentes.
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I. Presentación del problema.

Durante la década de los noventa se inició el proceso de transformación educativa más significativa en la historia reciente del país. Dicho proceso, tuvo su correlato normativo en la sanción de la Ley 24.195, en abril de 1993, la primera ley que abarcó la totalidad del Sistema Educativo Nacional.

La decisión de impulsar la transformación se originó a raíz de un amplio consenso sobre la necesidad de una reforma estructural del sistema educativo nacional. Así, se pusieron en marcha políticas y programas tendientes a ampliar la cobertura y a compensar las iniquidades del sistema educativo. Al tiempo de haberse iniciado este proceso, se encontraron dificultades para sincronizar la implementación de dichas políticas entre la esfera nacional y las jurisdicciones locales, circunstancia que repercutió en el logro de metas de conjunto.

Las políticas, impulsadas desde el Gobierno Nacional con la asistencia técnica de organismos multilaterales de crédito, se implementaron mediante el modelo de programas. Sus principales objetivos fueron, respecto del aparato estatal nacional y el de los estados provinciales evitar la burocratización y acrecentar la eficiencia, y, en cuanto al nivel institucional más primario, los objetivos buscados fueron fortalecer la concepción de autonomía y mejorar la gestión en las escuelas. Los resultados de la implementación de estas propuestas dieron lugar a situaciones muy diversas en cada una de las jurisdicciones provinciales.

En la Provincia de Santa Fe, la reforma implementada alcanzó sus objetivos en el nivel sistémico, pero encontró dificultades para producir cambios en las prácticas cotidianas generadas en el nivel institucional más primario. En otras palabras, en muchos casos, al finalizar el financiamiento de los programas y como consecuencia de la inercia institucional, las nuevas prácticas no lograron trascender su ciclo económico, reapareciendo viejas rutinas desarrolladas al interior de las escuelas. 

Para que las políticas implementadas produzcan profundos efectos que se prolonguen en el tiempo, las prácticas que éstos promueven deben institucionalizarse en las escuelas. Ello, entendiendo por institucionalización al proceso en el cual se estructura un conjunto de reglas formales e informales, mediante las cuales se articulan las relaciones recíprocas entre individuos de modo tal que las prácticas transformadoras son apropiadas por el sistema y sus actores.

Considerando que el proceso de institucionalización de las prácticas que los programas tratan de inducir se produce bajo determinadas condiciones, nos proponemos indagar cuáles son esas condiciones (variables independientes) para que se pueda dar tal institucionalización (variable dependiente). Así pues, el núcleo de la presente investigación puede sintetizarse con el siguiente interrogante: ¿Bajo qué condiciones las políticas que procuran inducir cambios en las prácticas educativas y en las rutinas de las escuelas se institucionalizan?

Nuestra hipótesis inicial es que la institucionalización de los programas, vista en perspectiva histórica, es el resultado de la articulación de variables macro y variables micro. Entre las primeras encontramos que las más preponderantes son la económico-financiera, la institucional, la de diseño y la política. Ahora bien, se podría pensar que una política educativa que cuente con un diseño apropiado, una fuente de financiamiento genuina, un marco normativo propenso o la decisión política necesaria para implementarla, sería suficiente para institucionalizar cambios en las prácticas. Sin embargo, nuestro argumento es que la institucionalización de una política educativa sólo puede explicarse mediante una determinada forma de articulación de aquéllas variables en un complejo juego de arreglos institucionales y actores el cual puede ser reconstruido históricamente. 

Respecto del segundo grupo de variables creemos que es posible identificar determinados atributos predominantes en el cuerpo docente -en el cual incluimos al cuerpo directivo y al de supervisión-, así como también en la comunidad educativa –padres y sociedad civil-, que operan como condicionantes de la institucionalización de los programas. Por tal circunstancia, llegamos a la conclusión de que la institucionalización de las políticas tiene una profunda relación con las prácticas desarrolladas cotidianamente en las escuelas y con los arreglos institucionales articulados por los docentes en el entorno social y económico en el que la misma se enclava.

Por lo tanto, la implementación de una política que pretenda ampliar la cobertura y mejorar la calidad del sistema mediante la institucionalización de nuevas prácticas deberá además de considerar las variables macro, focalizar su atención en la realidad escolar –nivel micro- y en las prácticas desarrolladas por los encargados de implementarlas: los docentes.

Con el propósito antes descripto, se abordarán dos programas implementados en la Provincia de Santa Fe en la década de los años noventa desde una doble perspectiva. Desde una visión macro, se determinará el grado de dependencia que guarda su institucionalización con cada una de las condiciones anteriormente mencionadas. A su vez, desde una perspectiva micro, se analizarán la perdurabilidad y la transformación de las prácticas desde el interior de las escuelas. Por último, se esbozarán los lineamientos para un análisis de la institucionalización de políticas que apuntan a cambiar la práctica de los actores orientadas al sector educativo.

II. Dimensiones e indicadores del sistema educativo provincial.

En esta sección realizamos una breve descripción del sistema educativo santafesino, en el que se implementó la reforma educativa. 

La Provincia de Santa Fe, al año 1998 contaba con 7139 unidades educativas a las que asistían 865.397 alumnos. Para atender esta matrícula fueron asignados 47.118 cargos docentes y 404.930 horas cátedra. Tal como se observa en el Cuadro I1, la mayor parte de las unidades educativas (6.000) y de la matrícula (798.575) pertenecen a la educación común. En el Sistema Educativo Nacional, el Subsistema santafesino posee el 7,88% del total de los establecimientos y el 8,07% del total de los alumnos, cifras que demuestran su peso relativo respecto del total del país.

Cuadro I1: Dimensiones del Sistema Educativo Provincial.

	NIVEL EDUCATIVO
	UNIDADES EDUCATIVAS
	ALUMNOS
	CARGOS DOCENTES
	HORAS CÁTEDRA

	EDUC. COMUN
	6.000
	798.575
	43.028
	387.118

	EDUC. PARA ADULTOS
	383
	38.629
	1313
	11.714

	EDUC. ESPECIAL
	241
	5121
	1981
	67

	EDUC. ARTÍSTICA
	12
	469
	14
	489

	OTROS TIPOS DE EDUC.
	503
	22.603
	782
	5.542

	TOTAL
	7139
	865.397
	47.118
	404.930


Cuadro I1: Elaboración propia. Fuente Dirección General de Programas, Proyectos y Estadística Educativa, Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe, correspondientes al año 1998. 

Una de las características más destacadas del sistema es la importante presencia del sector privado en la educación común. La Provincia de Santa Fe es una de las jurisdicciones con los mayores porcentajes de unidades educativas (24.50%) y alumnos (29.98%) del sector privado. Estos valores aumentan todavía más en los niveles superiores del sistema: en el nivel Polimodal la proporción de unidades educativas gestionadas por el sector privado se eleva a 42% y en el nivel superior no universitario a 68%, entre ellos los Institutos de Formación Docente
.

El nivel organizativo burocrático del sistema educativo de la Provincia presenta una estructura jerárquicamente organizada desde el Poder Ejecutivo mediante el Ministerio de Educación de la Provincia de Santa Fe. A la fecha de implementación de los programas en estudio, este Ministerio contaba con una Subsecretaría para el área de Educación, otra para el área de Cultura y una última encargada de la Coordinación Técnica y Administrativa.

En el año 1991, el Ministerio de Educación de la Provincia dio un fuerte impulso al proceso gradual de regionalización
, delegando facultades y desconcentrando operaciones, con el objetivo de conformar regiones político-educativas integradas en los aspectos pedagógicos, técnico administrativos y socioeconómicos. Esta medida se enmarcó dentro de las políticas de desconcentración pedagógica y administrativa y de autonomía regional de gestión de los sistemas provinciales de enseñanza oficial y privada, abarcando todos los niveles y modalidades del sistema. 

En las Direcciones Regionales, cuyo Director Regional es designado directamente por las autoridades centrales del Ministerio, se desempeñan también los supervisores, último escalón en la jerarquía docente. Sus funciones son acompañar, orientar y aconsejar en aspectos pedagógicos, administrativos y reglamentarios a los directores de las escuelas, debiendo además realizar el contralor de sus tareas. 

Entre los principales actores involucrados en la toma de decisiones sobre políticas educativas provinciales, cabe mencionar a los gremios A.M.SAFE (Asociación del Magisterio de Santa Fe), U.D.A. (Unión de Docentes Argentinos, delegación Santa Fe) y A.M.E.T. (Asociación de Maestros de la Enseñanza Técnica) en el ámbito de las escuelas de gestión pública; y S.A.D.O.P. (Sindicato Argentino de Docentes Particulares) para el ámbito de las escuelas de gestión privada.
II.1) Indicadores cuantitativos.

En relación con los indicadores conocidos como “del desarrollo humano” nos referiremos, en primer lugar a los datos de cobertura del sistema, esto es, los relacionados con su capacidad de extensión. Luego, echaremos una mirada sobre los indicadores de eficiencia o rendimiento.

Respecto de los primeros, pueden observarse en el cuadro I2: las altas tasas de escolarización que presenta la Provincia de Santa Fe en comparación con la media nacional. En el año 1991, para los niveles primario y medio, la tasa neta de escolaridad se encontraba por encima de aquella correspondiente al promedio nacional. Esto indica que, antes del inicio del proceso de reforma educativa, una importante porción de la población en edad de concurrir al nivel medio ya se encontraba incluida en el sistema. 

Cuadro I2: Tasas de escolaridad en la provincia.

	
	Nivel Primario
	Nivel 

Medio

	Provincia de Santa Fe
	96,2
	61,4

	Media Nacional
	95,7
	53,7


Cuadro I2: Elaboración propia. Fuente: Censo Nacional de Población y Vivienda INDEC, año 1991.

La evolución de la matrícula escolar a partir de 1991 permite advertir el crecimiento de la demanda del sistema educativo. La tasa de escolarización bruta para 1998 fue de 77,3%, es decir tres puntos mayor que la registrada en 1991. La matrícula escolar para el nivel medio, registró entre 1991 y 1998 un incremento del 37,2%, concentrado principalmente a partir de 1996. Dicho incremento puede explicarse por un aumento de la escolarización en este nivel y por una mejora de la información estadística a partir de la transferencia de escuelas medias a la provincia que se inició en 1992
.

En cuanto a los indicadores de eficacia y rendimiento, el nivel de retención escolar de la Provincia de Santa Fe
 alcanzó en 1998, para los sectores oficial y privado, el 81%, mostrando un claro incremento respecto del 71% alcanzado en 1997. Por otra parte, la tasa de promoción efectiva reflejó para el año 1999, porcentajes superiores a los del promedio nacional
.
En lo que concierne a los datos que pueden ser denominados “negativos”, es decir las tasas de repitencia, de abandono interanual y de sobreedad, los valores relativos correspondientes a la Provincia de Santa Fe se ubican por debajo del promedio nacional con excepción de la tasa de repitencia para el nivel EGB 1 y 2 y la de sobreedad para todos los ciclos de EGB. 

Cuadro I3: Indicadores cuantitativos.

	
	
	
	EGB 1 y 2
	EGB 3
	Polimodal

	
	Tasa de Repitencia
	Santa Fe
	6,6
	7,9
	4,1

	
	
	Media Nac.
	6.3
	8.2
	4.9

	INDICADORES


	Tasa de Abandono Interanual
	Santa Fe
	1,4
	3,7
	9,7

	NEGATIVOS
	
	Media Nac.
	2.0
	7.7
	13.6

	
	Tasa de Sobreedad
	Santa Fe
	24,1
	34,8
	30,9

	
	
	Media Nac.
	21,4
	33
	37,9

	INDICADORES
	Años de Estudio Promedio
	Santa Fe
	5,7
	2,9
	2,5

	
	
	Media Nac.
	5.6
	2.7
	2.3

	POSITIVOS
	Tasa de promoción efectiva
	Santa Fe
	92
	88,4
	86,3

	
	
	Media Nac.
	91.8
	84.1
	81.4


Cuadro I3. Elaboración Propia sobre la base de datos aportados por el Ministerio de Educación de la Nación. IDECE (2001).
Los datos del Cuadro I3, muestran que algunas de las políticas implementadas expandieron la capacidad del sistema para recibir alumnos. Sin embargo, el abandono escolar en los sectores oficial y privado, alcanzó en 1998 el 0,37%; la repitencia en el año 1998 fue del 4,95% en el nivel primario y del 7,98% en el nivel medio, indicando que los resultados sustantivos todavía no son del todo satisfactorios, particularmente en el Tercer Ciclo de la E.G.B.
Muchos niños y adolescentes de sectores populares de las ciudades y del campo tienen todavía hoy grandes dificultades para mantenerse en la escuela. La exclusión de la cual son víctimas responde a una combinación de factores escolares y extraescolares. En muchas ocasiones son las propias condiciones de vida del grupo familiar las que hacen imposible la escolarización completa de los niños. 

II. 2) Indicadores cualitativos.

Desde el año 1993 el Ministerio de Cultura y Educación de la Nación realiza anualmente pruebas de rendimiento para analizar la calidad educativa en función del grado de conocimientos adquiridos por los alumnos, en el marco del Sistema Nacional de la Evaluación de la Calidad de la Educación (SINEC), mediante los denominados Operativos Nacionales de Evaluación de la Calidad Educativa (O.N.E.)
. 

Los resultados que estos operativos arrojan para la Provincia indican que, salvo raras excepciones, los alumnos santafesinos obtuvieron sistemáticamente mejores puntos en sus materias, que el promedio de los alumnos del resto de las provincias argentinas. Al considerar el 'ranking' de provincias en cuanto a los resultados en las evaluaciones realizadas, es de señalar que la Provincia se ubicó casi todos los años entre el 25% de las provincias cuyos alumnos respondieron una mayor cantidad de preguntas correctamente. 

Cuadro I4: Indicadores cualitativos.

	AÑO
	
	7mo. 
	GRADO
	FINALIZACION SECUNDARIO

	
	
	LENGUA
	MATEMÁTICAS
	LENGUA
	MATEMÁTICAS

	1993
	SANTA FE
	55,22
	57,44
	52,34
	64,19

	
	TOTAL PCIAS
	51,75
	52,42
	61,41
	46,39

	1994
	SANTA FE
	67,97
	63,3
	72,02
	59,31

	
	TOTAL PCIAS
	66,94
	58,83
	69,68
	55,95

	1995
	SANTA FE
	64,68
	63,36
	69,27
	60,47

	
	TOTAL PCIAS
	62,44
	59,63
	66,4
	56,18

	1996
	SANTA FE
	59,59
	61,55
	60,07
	55,36

	
	TOTAL PCIAS
	60,6
	58,76
	60,3
	57,4

	1997
	SANTA FE
	62,75
	60,97
	66,27
	63,26

	
	TOTAL PCIAS
	59,69
	54,41
	65,18
	62,3

	1998
	SANTA FE
	70,36
	65,49
	68,02
	68,61

	
	TOTAL PCIAS
	66,93
	60,31
	66,99
	67,03

	1999
	SANTA FE
	61,33
	61,63
	68,17
	71,96

	
	TOTAL PCIAS
	56,81
	51,62
	59,93
	62,8


Cuadro I4: Elaboración propia. Fuente: base de datos aportados por el Ministerio de Educación de la Nación, IDECE, año 2001.

El Cuadro I4, muestra claramente cuál ha sido la evolución de los resultados en los O.N.E., entre 1993 y 1999. Un primer dato que emerge rotundamente es la constante superación del promedio nacional por parte de los alumnos santafesinos: en ningún año y para ningún nivel la provincia cae por debajo de la media del total de las provincias. Sin embargo, si bien los porcentajes fluctúan a lo largo del período considerado, los resultados no parecen evolucionar. Al contrario, en la evaluación tomada en el último año del polimodal resulta llamativa la abrupta caída del promedio provincial respecto de la media nacional en el año 1996, especialmente en matemáticas.

En síntesis, los datos reseñados indican que algunas de las políticas implementadas expandieron la capacidad del sistema para recibir alumnos. Sin embargo, el contraste entre expansión cuantitativa y deterioro cualitativo con aumento del gasto indica que, en alguna medida, los programas implementados en el proceso de transformación han tenido inconvenientes para transformar de modo permanente las prácticas de los actores en las escuelas. Y esto es algo más que falta de eficiencia o de discontinuidad de las políticas. Quizás las políticas alcanzan sus objetivos en el nivel sistémico, pero encuentran dificultades para producir cambios en las prácticas cotidianas generadas en el nivel escolar, volviendo a imponerse la inercia institucional de las rutinas anteriores.

III. Institucionalización de políticas educativas: 

sus variables  explicativas.
Nuestra variable dependiente, institucionalización
, debe ser entendida como un proceso en el cual se estructura un conjunto de reglas formales e informales, mediante las cuales se articulan las relaciones recíprocas entre individuos, de modo tal que las prácticas transformadoras son apropiadas por el sistema y sus actores. A su vez, este proceso opera dentro de un marco institucional que provee el contexto en el cual los actores políticos definen sus estrategias. 

La opción por el enfoque institucional fue tomada porque este punto de vista nos permite explicar la relación entre los actores políticos como objeto de las políticas y a la vez como agentes de la historia. Esta perspectiva indica que las instituciones pueden dar forma a las estrategias políticas pero, inversamente también los arreglos institucionales son el resultado de estrategias políticas deliberadas, acuerdos y conflictos políticos sin los cuales no pueden ser entendidos. 

Las instituciones desempeñan un rol más importante en la política y en la historia política que el sugerido por un estrecho modelo de elección racional que no tiene en cuenta el contexto institucional en el que los actores se comportan y moldean sus preferencias. Esta corriente, indaga cómo los individuos y grupos definen sus intereses personales como problemáticos. Sostiene que no sólo las estrategias sino también las metas que los actores persiguen son moldeadas por el contexto institucional. Para ello, propone un acercamiento que permite capturar la complejidad de la situación política real en determinado contexto.

Ya hemos dicho que el proceso de institucionalización mediante el cual viejas prácticas son reemplazadas por nuevas formas de relación impulsadas por los programas, es el resultado de la articulación de variables macro (económico-financiera, diseño, institucional y política) y variables micro (conductas, valores, prácticas, identidades culturales y sociales, background), que operan como condicionantes de ese proceso. 

En cuanto al grupo de las variables macro, con la económico-financiera hacemos referencia a los recursos financieros destinados a costear las políticas a implementar. La condición institucional, constituye el marco compuesto por reglas -formales e informales-, y relaciones entre actores en el cual los programas fueron implementados. Por la condición diseño entendemos a la etapa inicial en la que, en base a un diagnóstico determinado respecto del problema a enfrentar con la política pública se elabora la estrategia del programa a implementar, que por lo general queda plasmada en sus documentos, reglamentos, instructivos, memorias, etcétera. Por último, con la condición política nos referimos a la estructuración de las relaciones de poder entre los diversos actores con poder de veto respecto de las políticas educativas en el período en estudio. 

Como ya fue señalado, la institucionalización de las políticas educativas depende no sólo de la articulación de las variables macro más arriba definidas, sino que además requiere la presencia de condiciones micro. Esto es, determinados atributos y capacidades que, presentes en los actores escolares (cuerpo docente y comunidad educativa), faciliten la apropiación e institucionalización de las prácticas impulsadas por los programas. Entre las variables micro, incluimos a las conductas, valores, prácticas, identidades culturales y sociales.

Nuestra intención es demostrar que así como las macro- condiciones inciden en la institucionalización de las políticas educativas desde el nivel sistémico, las micro-condiciones tienen el mismo grado de influencia en el nivel más primario, esto es las prácticas cotidianas desarrolloadas en las escuelas. Y que, por lo tanto, el proceso de institucionalización de las políticas educativas requiere de un análisis que incluya ambas visiones. En este sentido, la corriente denominada ‘institucionalismo histórico’ abona nuestra tesis entendiendo que las políticas no son el resultado de la agregación de intereses individuales de los actores en juego, sino que las instituciones estructuran la acción de los actores políticos, determinando, por ende, su comportamiento y la distribución de poder.

Es preciso recordar que las políticas educativas socializan y estructuran la vida social, y, a través de las unidades educativas, son constructoras de subjetividades en un sentido clásico (durkheimiano).
 De este modo, moldean las preferencias y los intereses individuales y, como consecuencia, el repertorio de las conductas tendientes a alcanzarlos. 

Como demostraremos más adelante, en los casos bajo estudio se hace visible que el proceso de institucionalización de los programas que pretenden inducir cambios en las escuelas es el resultado de la estructuración de intereses. Debe tenerse presente que, por lo general, las políticas orientadas al sector educativo requieren para su implementación de prolongados períodos de tiempo y que el impacto de las mismas en el proceso de enseñanza-aprendizaje de los alumnos se hace visible con el paso del tiempo. Por ello es imposible pensar en cambios perdurables en función de un horizonte temporal demasiado reducido. 

Entonces, la institucionalización de una política educativa implica necesariamente un cambio institucional, puesto que su objeto es que determinadas prácticas, repetidas durante largos períodos de tiempo sean reemplazadas por nuevas formas de articulación de las relaciones de los actores en las escuelas. Ello implica que para ser alcanzada, la institucionalización debe haber sido contemplada previamente como fin de la política, objeto del programa y meta del proyecto de forma integrada y coordinada. 

Sin embargo, una nueva institucionalidad también puede ser generada espontáneamente, ya sea como respuesta a una determinada política, o simplemente como consecuencia de originales modos de estructuración de relaciones entre la comunidad y en el sistema educativo. En efecto, así lo entienden Clemens y Cook: “Las sociedades son a menudo estructuradas por múltiples instituciones y a su vez, las instituciones son complejos esquemas colocados en un contexto de redes y recursos”.
 

Los autores realizan una mirada más profunda de la que entiende al cambio institucional como una suerte de 'shock' exógeno que irrumpe en períodos de estabilidad. Reconocen la existencia de componentes tales como mutabilidad, contradicción, aprendizaje y mediación, como fuentes que influyen en la trayectoria y dirección del cambio institucional. 

En suma, la literatura reseñada da cuenta de que la institucionalización de políticas educativas descansa en la apreciación de la heterogeneidad de los arreglos institucionales y los resultantes patrones de conflicto o las probabilidades para la acción y la innovación. Y además, que el cambio institucional es un proceso de reproducción, interrupción y sus respuestas. El análisis de dicho proceso nos permitirá advertir sus múltiples etapas dentro del contexto descripto. 

Así, a partir del estudio de los dos proyectos implementados en el marco de transformación descripto, podremos explicar si la emergencia de una nueva institucionalidad descansa en el poder coercitivo del estado provincial, en el poder de veto que su capacidad técnica y financiera otorga a los organismos de crédito internacional, en el histórico peso específico de la Iglesia Católica local en la toma de decisiones políticas educativas, en el grado de permeabilidad del sistema educativo provincial al cambio, y en la forma de articulación de los intereses y expectativas de los actores al interior del sistema educativo provincial. O bien, si aquélla depende de las conductas, valores, identidades culturales y sociales de los docentes encargados de implementar las políticas, de las prácticas y el compromiso de los Directores/as con los establecimientos y con los programas; o de la cooperación de la comunidad educativa con la educación de los niños y adolescentes.

IV. Objetivos y Metas de los Programas.

IV. 1 Proyectos Innovadores Específicos.

El Programa tuvo como objetivo general apoyar a los gobiernos en la reforma y el fortalecimiento del sector educativo con el fin de: a) mejorar la calidad de la educación inicial y general básica; b) aumentar la cobertura de la educación inicial y general básica, con particular atención en los grupos poblacionales más necesitados; y, c) aumentar la eficiencia del sistema educativo, mediante la implementación de la Ley Federal de Educación.
 

En este marco, el objetivo específico perseguido por la Meta XI (Proyectos Innovadores Específicos) era el de fortalecer la autonomía de gestión y la capacidad de innovación de escuelas del Nivel Inicial, de Educación General Básica (EGB 1, 2 y 3) y de los Institutos de Formación Docente (I.F.D.), mediante concursos voluntarios para la formulación, presentación y ejecución de proyectos innovadores. 

Su financiamiento se integró con fondos cuyas fuentes eran el Banco Interamericano de Desarrollo (B.I.D.),
 las asignaciones del presupuesto nacional y los recursos que aportasen las Provincias. De acuerdo con lo establecido en el Reglamento Operativo del Programa, eran elegibles todas las escuelas de gestión pública y privada gratuitas de educación inicial y general básica, así como también los institutos de formación docente públicos o privados gratuitos, que propusieran la realización de un proyecto en forma individual o asociada.

Las instituciones que desearan participar debían elaborar y presentar Proyectos Innovadores Específicos para la escuela con una duración máxima de un año. El concepto de proyecto fue definido en el Reglamento Operativo
, como “Iniciativas promotoras de cambio o innovación en la organización educativa, en sus insumos, sus recursos y/o en los procesos pedagógicos”.

En caso de ser aprobados por las instancias de evaluación respectivas (una comisión creada ‘ad hoc’), los proyectos recibían financiamiento para su ejecución hasta un monto de Pesos Diez Mil ($ 10.000) por cada uno que fuera aprobado. La aprobación era seguida por la firma de un instrumento legal que establecía las obligaciones y los derechos de las partes (institución beneficiada y Unidad Coordinadora Provincial), y los procedimientos para la transferencia de los recursos a la Unidad Educativa.

Dentro del cronograma de actividades del programa, se previó una instancia para el asesoramiento de las escuelas en cuanto al modo de cumplimentar con las exigencias de selección requeridas. Este acompañamiento fue reforzado mediante la difusión de documentos en todas las escuelas que establecían no solamente pautas administrativo-contables, cuestiones organizativas y la normativa en la que encuadra el proyecto, sino que también profundizaba sobre los lineamientos generales de carácter conceptual relacionados con la transformación del sistema educativo, la idea de proyecto, el significado de innovación, en qué consistía la asignación de prioridades dentro de la escuela, la pertinencia pedagógica y la relevancia institucional del proyecto. 

Una comisión evaluadora constituida con un equipo de consultores con experiencia docente en cada uno de los niveles convocados  evaluó cada uno de los proyectos en dos etapas: etapa de pre-selección y etapa de evaluación.

Una vez elegidos los proyectos innovadores se comunicaba a las escuelas seleccionadas la decisión del equipo evaluador con carácter de inapelable. Las escuelas seleccionadas, a través de su cuerpo directivo, suscribían un acuerdo de responsabilidad con la Unidad Ejecutora Provincial y luego comenzaban a recibir los fondos para implementar el proyecto. El financiamiento se realizaba en dos etapas: para iniciar el proyecto se hacía una primera remisión de fondos, el resto quedaba condicionado a los sucesivos informes de ejecución y a las rendiciones de gastos que las escuelas debían remitir a la Unidad Ejecutora Provincial.
 

IV.2 Programa Profesor Tutor

El Programa de Retención y Mejoramiento de la Calidad de la Educación en el Tercer Ciclo de la E.G.B (en adelante Programa Profesor Tutor) apareció como una intervención específica en el campo de las políticas educativas orientada a fortalecer el Tercer Ciclo de la Educación General Básica. El fundamento de su implementación, radicó esencialmente en la situación de diagnóstico que indicaba que, en la provincia, los mayores índices de deserción escolar se intensificaban en el tramo del Tercer Ciclo del sistema educativo, particularmente en el 8vo.año. 

Entre los motivos que explicaron las altas tasas de deserción en la antigua escuela media se detectó que la obligatoriedad de asistencia a la escuela en el régimen anterior a la Ley Federal sólo abarcaba al nivel primario. La Ley Federal de Educación extendió esa obligatoriedad dos años más, esperando con ello aumentar los índices de retención en un tramo históricamente abandonado por los alumnos. Sin embargo, lo complejo de la implementación y localización del Tercer Ciclo hizo necesario contar con programas para coadyuvar a retener en este tramo del sistema a los adolescentes. 
En este contexto, la figura del “Profesor Tutor” –suerte de consejero, trabajador social, psicólogo, profesor de apoyo y coordinador institucional- fue incorporada en 1999 con el objetivo de garantizar la permanencia de los alumnos en los dos nuevos años de escolarización obligatoria. Así, la figura del Tutor o Docente Orientador se estableció con el fin de realizar el seguimiento personal y grupal de los alumnos, ayudar a constituir la unidad de los distintos componentes curriculares y mediar en la relación entre los alumnos, sus familias y la institución escolar. Su tarea del tutor es acompañar a los adolescentes tanto en su desempeño escolar como en su maduración e integración al grupo y a la institución.

A diferencia de Proyectos Innovadores, este programa se implementó en todas las escuelas de manera compulsiva mediante la adecuación de las plantas funcionales existentes a la nueva estructura curricular aprobada por el Ministerio Provincial de conformidad con los lineamientos emanados del Consejo Federal de Educación.

Así, entre los objetivos que se pretendió alcanzar mediante la implementación del programa aparece la mejora de las condiciones institucionales que permitan garantizar la permanencia en la escuela y el logro de aprendizajes significativos de todos los niños, en particular aquellos que se encuentren en zonas de la Provincia con condiciones  socioeconómicas desfavorables. 

El Convenio previó que el Ministerio Provincial asumiera  la creación de un mecanismo permanente de seguimiento y evaluación del sistema de tutores a fin de proveer información sobre los logros y dificultades encontrados en su implementación. Por su parte, U.N.I.C.E.F. tomó a su cargo el aporte de asistencia técnica en la definición de funciones, capacitación, producción de materiales y evaluación del diseño e implementación de la figura del tutor en el Tercer Ciclo de la E.G.B. 

Finalmente, se creó un Órgano Coordinador integrado por las máximas autoridades de ambos organismos, cuyo cometido fue llevar  a cabo todas las acciones y gestiones emanadas del Convenio.

V. Incidencia de las Variables en la institucionalización de las políticas.

V. a) Variables Macro:

En cuanto a la variable financiera, entendemos que el programa Profesor Tutor adquirió mayores grados de institucionalización, dado que su financiamiento fue asegurado desde su comienzo mediante la respectiva previsión presupuestaria. En el sentido contrario, Proyectos Innovadores adoleció de dicho elemento sustancial para su institucionalización dado que, al contar con financiamiento compartido (B.I.D., Nación y Provincia), la afectación de fondos para su mantenimiento dependía más de la interacción entre los dos actores nacionales que de la decisión de los actores provinciales. Llegado el caso de que las autoridades locales decidieran continuar con la entrega de los servicios prestados por el programa, debería preverse la asignación de fondos específicos para ello, v.g., creando una nueva partida en el presupuesto provincial. 

Debemos mencionar que ninguno de los dos programas implementados previeron alternativas que incentiven el desarrollo de estrategias autónomas y descentralizadas de financiamiento por parte de las unidades educativas ni de herramientas alternativas de financiamiento para su implementación.
En cuanto a la variable institucional para Proyectos Innovadores, advertimos que, si bien se previeron en su diseño una serie de mecanismos fomentando la institucionalización de las prácticas en las escuelas, éstos no pudieron ser apropiados por las escuelas en gran parte de los casos debido al exiguo período previsto para la entrega de sus beneficios –los proyectos tenían una duración de un año- con lo que al terminar el proyecto, las prácticas innovadoras perdían su continuidad. Esta consideración vale también para el personal técnico de la estructura burocrática del Ministerio Provincial y el staff del programa, así como también para las autoridades políticas de la Provincia en cuanto a las prácticas y a las formas de trabajar referidas a su implementación. 
Por su parte, Profesor Tutor, al haber sido incorporado en forma compulsiva en el seno del Tercer Ciclo de las escuelas como un nuevo rol, con funciones claramente delimitadas y diferentes de las ejercidas por el profesor, el supervisor y en su caso el asesor pedagógico, permitió que las relaciones cotidianas de las escuelas hayan alcanzado mayores niveles de institucionalización. De allí que haya sido impulsado por las autoridades políticas provinciales con mayor grado de compromiso.

En los dos programas la existencia del staff  técnico se convirtió en una burocracia "paralela" con prácticas y rutinas de trabajo diferentes de las desarrolladas por el personal de planta permanente. Esto, en determinadas oportunidades, dificultó la forma de trabajar y la coherencia interna dentro del Ministerio local.

Desde el punto de vista del diseño, estamos convencidos de que la decisión de complementar el proceso de transformaciones mediante la implementación de diversos programas al mismo tiempo sin la debida planificación, dificultó en algunos casos la apropiación de las prácticas promovidas por cada programa.
En cuanto a Proyectos Innovadores, la escasa participación de sus destinatarios en el diseño y el débil acompañamiento por parte del Ministerio Provincial jugaron en contra de la institucionalización. Ello, sumado a la sobrecarga de responsabilidades al momento de la implementación de los proyectos hizo más difícil la tarea cotidiana de los docentes y del cuerpo directivo, lo cual repercutió en su bajo grado de institucionalización.

Por su parte, una de las insuficiencias en la etapa de diseño del programa Profesor Tutor fue no haber reconocido la existencia de escuelas que venían implementando una experiencia similar y, con ello, aprovechar las habilidades y destrezas de dichas escuelas. Por otro lado, la figura del “Profesor Tutor” debió haber tenido mayor seguimiento de las instancias técnicas del sistema educativo provincial, ya sea mediante la continuidad en los cursos de capacitación que tuvieron una corta duración o por intermedio del acompañamiento de las instancias naturales del sistema (supervisores, direcciones regionales, etc. ). 

En cuanto a la variable política, es necesario subrayar que a pesar de haberse sucedido ininterrumpidamente desde el regreso a la democracia diferentes gobiernos justicialistas, de las diversas estrategias implementadas en el sector no todas han podido erigirse en políticas estables que trascendieran los cambios de gestión. Este es el caso de Proyectos Innovadores, el cual, pese a haber incorporado nuevas prácticas, capacidades y herramientas al interior de las escuelas, se vio afectado en su institucionalización por las discontinuidades de las gestiones al frente del Ministerio local. 

Estas intermitencias en el seno de un mismo partido político dejan al descubierto, de manera más aguda, hasta qué punto la presencia de ciertas prácticas de la política tradicional atentan contra la implementación de políticas públicas dirigidas a realizar cambios perdurables. De allí, la necesidad de generar mecanismos institucionales para acotar los márgenes de maniobra, las distribuciones de poder y la asignación de recursos y, de esta manera, institucionalizar los programas educativos; así como también la necesidad de construir consensos en torno a los fines de las políticas educativas.

Por otra parte el programa Profesor Tutor, a diferencia de Proyectos Innovadores, es consecuencia de una iniciativa de política local. Su diseño fue pensado para la provincia de Santa Fe, la selección y posterior capacitación de los profesores tutores se realizó teniendo en cuenta las particularidades de la provincia, y su implementación se realizó considerando las características locales de la transformación educativa. De allí que desde la variable política, aparece más patente su apropiación por parte de las autoridades provinciales que en el programa Proyectos Innovadores Específicos.

V.b) Variables Micro

En cuanto al programa Proyectos Innovadores, las diferentes formas de ‘reaccionar’ de cada una de las escuelas ante su implementación se deben a dos grupos de causas. En algunos casos, debido a que las escuelas ya venían trabajando de manera innovadora en algún proyecto (tal el caso del programa TEBE, Proyecto Educativo Institucional) lo que le había dado cierta capacidad de manejo autónomo y por ende una mayor predisposición para incorporar a su rutina las nuevas prácticas. En otros casos, se han encontrado dificultades para institucionalizar las prácticas debido en buena medida a que los programas no tuvieron mecanismos e incentivos suficientemente dúctiles como para despertar en el cuerpo docente la capacidad de profundizar las nuevas prácticas y formas de trabajar que el programa proponía.

Por otro lado, cabe interrogar la capacidad del programa para superar posibles situaciones conflictivas que se suscitaran en el nivel escolar. Más aún, teniendo en cuenta que el riesgo del surgimiento de inconvenientes entre las escuelas se incrementó durante el proceso de transformación como consecuencia de la decisión de la localización del 3° Ciclo.
 

En este, como en otros casos, las causas por las que la continuidad de las prácticas innovadoras corren riesgo de perderse, son ajenas al diseño del programa así como también su solución. Sin embargo, ello no significa que el programa como política pública no sea capaz de prever el acaecimiento de eventuales situaciones de conflicto como la citada. Llegado el caso, los conflictos se podrían solucionar mediante el establecimiento de mecanismos de negociación y/o mediación entre las autoridades de las escuelas bien en la etapa de diseño, implementación y/o evaluación del programa. 

En consecuencia, podría afirmarse, por un lado, que el cambio de gestión de las autoridades de las escuelas puede generar dificultades en el proceso de institucionalización de las prácticas promovidas por el programa. Entonces, la rotación de los Directores en las escuelas debe ser considerada al momento del diseño y de la implementación del programa, ya sea tanto para detectar la necesidad de profundizar la capacitación en cuanto a relaciones interpersonales, educación en valores comunitarios y para situaciones de conflicto, como también para repensar los mecanismos de traslado y designación de los Directores/as de las escuelas
.
En alguno de los casos, la confluencia de estas políticas en las escuelas fue de utilidad para el desarrollo de nuevas prácticas, para la toma de conciencia por parte de los actores escolares del papel que desempeñan como agentes de transformación y para acrecentar las capacidades y la autonomía de las escuelas. Sin embargo, en otros casos esta concurrencia de diversos programas, dio lugar a confusiones en el cuerpo docente y directivo agregando mayores probabilidades de conflictividad al interior de las escuelas y entre éstas y el resto del sistema educativo haciendo con ello, más difícil advertir la institucionalización de las prácticas impulsadas por los programas.

Estas dos afirmaciones –el cambio de gestión delas autoridades en las escuelas y la confluencia de diversos programas- nos inducen a pensar que del análisis de los factores que inciden en la institucionalización de los programas, el cuerpo directivo cumple un papel fundamental. De los atributos de los Directores advertidos, encontramos a los siguientes con mayor incidencia en la institucionalización de los programas: capacitación  -no sólo pedagógica sino también en cómo liderar una organización escolar-, dedicación, conciencia del papel que cumplen en la escuela  y compromiso con la escuela y con el programa.  Ello, ya que, sin el compromiso del Director/a un programa impulsado ‘desde arriba’ como Proyectos Innovadores, corre el riesgo de ‘pasar’ por la escuela sin institucionalizarse en las prácticas cotidianas.

Respecto del programa Profesor Tutor advertimos que el rol del Profesor Tutor es una función en proceso de construcción que requiere para su definitiva institucionalización del acompañamiento y el apoyo permanente del cuerpo directivo y del cuerpo docente. Sin perjuicio de ello, la introducción de la figura de forma compulsiva y el desempeño de sus tareas, no ha sido percibida por el cuerpo docente ni el equipo directivo como una amenaza.

Del trabajo de campo realizado, surgen dos ‘desviaciones’ de las funciones que en teoría debieran realizar los tutores. Una de ellas, es la de asimilarlos a asistentes sociales y la otra a preceptores. Al momento de buscar las causas de estas tendencias, surge que en algunos casos, esta perturbación del papel del tutor, proviene de la organización al interior de la escuela, esto es, de cómo se relacionan con el cuerpo directivo y docente . En el caso del “asistente social”, el motivo de la desviación proviene del contexto social, familiar y de la trayectoria escolar de los alumnos. A pesar de no ser estas funciones específicas asignadas a los tutores, éstos han debido encarar los problemas de disciplina y de insuficiencia en la formación básica de los alumnos con respuestas pragmáticas e innovadoras.
 

En otros casos los tutores cumplen su función en forma casi solitaria, lo que suele causar situaciones difíciles de sostener en el plano personal, con la probabilidad de generar sentimientos de desvalorización hacia sí mismo, hacia los alumnos y hacia la institución. En este sentido, es importante que los profesores vean al tutor como un par y no como un ‘amigo’ y en el peor de los casos ‘cómplice’ de los alumnos, y que esta visión de par se complemente con la derivación de los casos de alumnos conflictivos o con dificultades para el aprendizaje.

Coincidimos con la apreciación que entiende que “El profesor tutor, sus colegas, las autoridades de la escuela, sus alumnos y los familiares de éstos, deben comprender y asumir que esta tarea tiene límites, porque hay cuestiones que no puede ni debe resolver por sí solo, ya que hay componentes de la realidad que pueden ofrecer resistencia (legítima o no) a su acción”
. En relación con la ‘resistencia’ de los otros docentes, es de fundamental importancia el conocimiento pleno de los límites de las funciones de quien esté cumpliendo la figura de profesor tutor, y la construcción de relaciones interpersonales con el cuerpo directivo, sus pares y el personal auxiliar docente, dentro de esos límites. Una herramienta para facilitar dicha construcción, podría ser la inclusión de su papel dentro del marco del Proyecto Educativo Institucional elaborado por la escuela a fin de que sus tareas sean delimitadas, conocidas, compartidas y valoradas por el resto de la comunidad educativa.

En cuanto al procedimiento de selección de los tutores, en general el método dispuesto para la selección, fue adecuado y las escuelas lo aceptaron. Ahora bien, en algunos casos no existió la posibilidad de seleccionar los tutores, como en las escuelas técnicas históricamente provinciales las que, en virtud de la reconversión de horas y cargos dispuesta para adecuar la estructura a los nuevos contenidos curriculares, se vieron compelidas a reasignar los recursos humanos dentro de la escuela para poder implementar el programa
. 
Comentarios a modo de conclusión

Ha quedado demostrado que la institucionalización de las prácticas promovidas por una política educativa constituye el medio para que ésta produzca efectos que perduren. A su vez, hemos señalado que los procesos de implementación de políticas orientadas al sector educativo requieren de un tiempo prolongado para su institucionalización. El logro de la institucionalización de las prácticas innovadoras promovidas por una política supone un complejo proceso desarrollado durante un espacio de tiempo prolongado -mediano y largo plazo-, en el que confluyen tanto macro como micro condiciones.

Desde una perspectiva macro, hemos corroborado que tanto las condiciones políticas como las financieras, las institucionales y las de diseño no explican autónomamente la institucionalización de las prácticas transformadoras impulsadas por las políticas. Por el contrario, la institucionalización sólo puede explicarse por la articulación de las referidas variables dentro de un contexto histórico limitado. 

Desde una visión micro, confirmamos que la institucionalización de las políticas en el nivel primario del sistema educativo implica necesariamente el cambio de las prácticas hacia el interior de las escuelas. Al referirnos a prácticas, estamos hablando de conductas desarrolladas por sujetos con determinadas características, valores e identidades culturales que son el resultado de su historia personal así como también de su sentido de pertenencia y compromiso con el sector educativo. Al momento de la implementación de la política, el docente no opera como un mero engranaje de una maquinaria que arroja un producto seriado. Por el contrario, ejerce un rol activo a partir de su ‘background’. En tal sentido, puede rechazar la implementación de la política, aplicarla con indiferencia o bien comprometerse con la instrumentación, en cuyo caso, necesariamente le imprime su impronta. Así, se produce una interacción entre la historia del docente, la instrumentación de la política, el desarrollo de las prácticas y su institucionalización, que repercuten de forma directa en el proceso de enseñanza–aprendizaje.

Lo señalado evidencia que las políticas educativas reposan necesariamente en los recursos humanos encargados de su cotidiana implementación
. Las condiciones micro, frecuentemente olvidadas al momento del diseño de nuevas políticas, deben constituir una referencia ineludible en el momento del diagnóstico e implementación del programa. Por ello, es importante que en los más altos niveles de decisión de política educativa se comprenda de qué manera se articulan los diferentes actores dentro de los sub-sistemas que integran el sistema educativo: las escuelas como receptoras e implementadoras de las políticas, su entorno, la red de supervisores, la diversidad de las prácticas y los comportamientos de la comunidad educativa. 

Las escuelas, en tanto lugares de aprendizaje de los alumnos y de trabajo de los docentes, son algo más que una caja de resonancia de la política que se implementa. En efecto, constituyen el ámbito dentro del cual se desarrolla además del proceso de enseñanza–aprendizaje, la articulación de las relaciones entre los docentes, el cuerpo directivo y los tutores, de la que depende que las prácticas transformadoras sean o no institucionalizadas. Como consecuencia de dicho proceso, y de las nuevas prácticas impulsadas por los programas, se estructura un conjunto de reglas formales e informales, que no permanece inalterable en el tiempo sino que va mutando junto con los cambios producidos entre los docentes y directivos. Una de las características de los programas impulsados por el gobierno nacional      -cuenten o no con financiamiento internacional- es que, a menudo y dada la rigidez de su diseño, no consideran el estado de situación previo a la implementación de un programa. En consecuencia, esa ausencia de lectura de la realidad cotidiana repercute negativamente en los niveles de institucionalización de los programas.

Es por ello que insistimos que la toma de decisiones de política educativa debe contemplar, necesariamente, las diferentes realidades de cada una de las escuelas dado que la institucionalización de las prácticas como el resultado de una estrategia política deliberada no puede ser alcanzada si no se cuenta con el compromiso compartido entre los policy makers y los stakeholders al interior del sistema.

A esta altura, ha quedado claro que si lo que se pretende con la implementación de una determinada política educativa es la modificación de los arreglos institucionales, una política que se implemente concentrada solamente en las macro condiciones, no dando cuenta de cómo se desarrolla la labor educativa durante el proceso de ejecución, es insuficiente para poder explicar dicho proceso de institucionalización. 

Por ello, entendemos que la efectiva presencia de los docentes en el proceso de implementación de las políticas educativas como sus actores principales contribuiría a la institucionalización de las prácticas en las escuelas. A su vez, esta última puede ser la vía certera para garantizar la perdurabilidad de los cambios al interior de las unidades educativas. 

Finalmente, el presente trabajo se presenta como un aporte desde el análisis de la administración y las políticas públicas con la aspiración de fortalecer la investigación respecto de un sector de las políticas sociales, que debe recuperar su dimensión articuladora e inclusiva para contribuir al mejor desarrollo de nuestra sociedad en el tercer milenio. 
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� Es de destacar el peso relativo que tiene la Iglesia Católica (principal referente del subsistema de gestión privada), como actor político en el proceso de toma de decisiones educativas.


� Iniciado en el año 1986 mediante el dictado del Decreto Provincial N° 456/86, por el que se crearon las Direcciones Regionales de la Provincia.


� (Ceconi et. al.1999:29)


� El nivel de retención expone la relación existente entre los alumnos que egresan del último año al final del período y los matriculados en primero del año escolar inicial. En el norte provincial la cobertura sólo llegó al 62%. Fuente: Indicadores educativos año 1998- Ministerio de Educación de la Provincia. Dirección General de Programas, Proyectos y Estadística Educativa.


� La Tasa de Promoción, mide la cantidad de alumnos promovidos del último año, que pueden ingresar al siguiente.


� La Tasa de Repitencia, informa sobre la relación entre repitentes y alumnos matriculados por año; la Tasa de Abandono, mide la relación entre los alumnos que dejan el sistema y el total de alumnos matriculados; finalmente, la Tasa de Sobreedad, mide la cantidad de matriculados cuya edad supera la considerada normal.





� Los denominados ‘Operativos Nacionales de la Calidad Educativa’, comenzaron a implementarse en Argentina a partir de 1993, constituyendo un aspecto primordial en la reforma del Sistema Educativo, (Título 9. art. 48 al 50) Ley n° 24.195. Como antecedente inmediato puede citarse el Sistema Provincial de la Calidad de la Educación (SIPECE), que en Mendoza se implementa desde 1992. (Poggi y Tiramnoti: 1995:143)


� De las variantes provenientes del análisis institucional, hemos decidido tomar como referencia para definir nuestra variable dependiente el concepto de instituciones elaborado por Peter Hall. “El juego de reglas formales, procedimientos compartidos y prácticas estándares que estructuran las relaciones entre los individuos en varias unidades de política y economía” en Thelen y Steimo  (1992:2), nuestra traducción.





� En este orden de ideas, Thelen y Steimo, reconocen dos corrientes dentro del ‘neoinstitucionalismo’ a las que asignan los nombres de ‘escuela de la elección racional’, cuyos principales representantes son North, Levi, y Bates e ‘institucionalismo histórico-interpretativo’ representado por Hall, Katzenstein y Sckocpol. Thelen y Steimo (1992), nuestra traducción. Ambas vertientes tienen la misma inquietud: ¿Cómo las instituciones moldean las estrategias políticas e influyen en los resultados políticos? Sin embargo, parten de premisas diferentes.


� Más recientemente, Thelen ha revisado las diferencias entre ambas corrientes que señalara en su trabajo de 1992, identificando puntos de contacto y herramientas de análisis que pueden complementarse de modo fructífero. Sin embargo, y pese a esa vuelta de tuerca, la autora sostiene que las diferencias se siguen manteniendo, en particular en la explicación de cómo se estructuran los intereses y las preferencias. Thelen, Kathleen, 1999. Annual Review Political Sociological, nuestra traducción. 





� “La escuela tal como fue concebida, es la institución encargada por el Estado moderno para socializar en un doble sentido: a) general, como decía Durkheim, formando en el individuo determinados estados mentales u orientaciones de valor constitutivas de su carácter miembro de la sociedad; b) especial, es decir, orientaciones, disposiciones, actitudes, aptitudes necesarias para desarrollar las funciones particulares que le corresponderán en la división social del trabajo”. (Tenti Fanfani, Emilio 1998: 108).





� En relación con el cambio institucional, en un trabajo más reciente, Thelen, propone una nueva manera de pensar la evolución institucional: El enfoque etnometodológico brinda otra perspectiva para profundizar el análisis de la persistencia y el cambio institucional. Zucker, Lynne (1997:726).


� Clemens & Cook (1999:461).


� Clemens & Cook (1999:442).


�  Reglamento Operativo del Programa de Reformas e Inversiones del Sector Educación A.2.1-


� El préstamo fue aprobado mediante Decreto N° 438/PEN/95, operación formalizada con el Banco Interamericano de Desarrollo mediante contrato N° 845/OC-AR suscrito con el ex-Ministerio Economía, Obras y Servicios Públicos de la Nación. Mediante la misma norma se creó en dependencias de la ex-Subsecretaría de Programación y Evaluación Educativa del Ministerio de Educación Nacional la Unidad Coordinadora Nacional del Programa, encargada de ejecutar el préstamo.


� Reglamento Operativo del Programa de Reformas e Inversiones del Sector Educación A.2.1.


� Documento Proyectos Innovadores Específicos, Segunda Convocatoria provincial. Ministerio de Educación de Santa Fe. 1998.


� Además, la Unidad Ejecutora Provincial realizaba un análisis y sistematización de las auditorías contables y visitaba con sus monitores algunas escuelas.


� Su origen fue el Convenio Marco de Mutua Colaboración firmado entre el Ministerio de Educación de la Provincia y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), el 11 de Noviembre de 1998, aprobado por Decreto Provincial Nº 1877/99 (21/7/99) y posteriormente por Ley Nº 11.764 del 29 de Junio del 2000. Sin embargo, el Programa ya había sido instituido mediante Decreto Provincial N° 174/99 de fecha 16/2/99. 


� En concreto, el Decreto Provincial N° 174/99, lo define en su artículo 3°, como: “Entiéndese por profesor tutor el docente que con funciones específicas y dependencia inmediata del personal de conducción del establecimiento al que se encuentra afectado- se dedica a la atención de los alumnos que fueren puestos a su cargo y se encontraren en tránsito por el Tercer Ciclo de la Educación General Básica, asistiéndolos en su seguimiento pedagógico y en las que fueren sus inquietudes personales relacionadas tanto con el proceso de adaptación a la metodología de aprendizaje propia del ciclo, como con el perfil institucional de la comunidad educativa que los contiene”.


� En cuanto a la localización del 3° Ciclo, el Ministerio de Educación local diseñó tres respuestas de políticas para cada contexto educativo: una para las escuelas rurales, otra para las urbano periféricas y, una última para las escuelas de sectores de clase media


� En este último caso, consideramos que no es condición suficiente que el aspirante al cargo de Director obtenga las calificaciones requeridas para dicho cargo en concursos públicos. Además, se debiera considerar formas alternativas de designación en las que se incluya, en alguna de las instancias decisorias, la participación activa de la comunidad escolar de modo tal que se pueda dar continuidad a las prácticas promovidas por la escuela.


� Pareciera que el apoyo afectivo aportado a los adolescentes (yendo incluso en ciertos casos a buscar a los alumnos a sus propios hogares) fue la función más destacada tanto por los propios alumnos como por los docentes y directivos de las instituciones. 





� Diaz, Adriana; Fasce, Jorge; y Guevirtz, Mirta,1999: 139.


� En casos como éste podía ser Profesor Tutor un Maestro de Enseñanza Práctica (cuyo oficio podía ser, entre otros, herrero o carpintero).


� Recursos que, paradójicamente, no son tenidos en cuenta al momento de la definición de la agenda del sector, ni de la toma de decisiones de política educativa.





